Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Habiendo número, está abierto el acto. 
(Es la hora 16:00) 


De acuerdo con el artículo 107 del Reglamento de la Asamblea General, correspondería 
designar Presidente y Vicepresidente. 


SEÑOR ASTI.- Propongo que tratemos este tema en la próxima sesión -en la que traeremos 
propuestas concretas- y que ahora elijamos un Presidente ad hoc para la Comisión de la Asamblea 
General. 


SEÑOR AMORÍN.- Estamos en condiciones de votar. 
SEÑOR MICHELINI.- Proponemos al señor Legislador Asti como Presidente ad hoc. 
SEÑORA SECRETARIA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
8 en 9. Afirmativa. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se invita al señor Legislador Asti a ocupar la Presidencia. 
(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Asti) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Fuimos convocados para tratar dos comunicaciones del Poder Ejecutivo que, 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 5” de la Ley  N” 18.719 de Presupuesto Nacional, envía dos 
modificaciones a los artículos 64 y 68 respectivamente. Está en consideración del tema. 


SEÑOR PENADÉS.- Los Legisladores del Partido Nacional solicitamos la convocatoria de la Comisión 
de Hacienda y Presupuesto de la Asamblea General -que fue donde el Poder Ejecutivo remitió el 
Mensaje que pretendemos se analice en la sesión de hoy- porque, en primer lugar, entendemos que 
dicho Mensaje es singular, por adjetivarlo de una forma benévola. En segundo término, en la medida 
de que las cosas se puedan encaminar de otra manera, es nuestra intención ayudar a que las 
correcciones que el Poder Ejecutivo pretende hacer cuenten con el aval del Partido Nacional. En tercer 
lugar, realmente nos preocupa este tema. En ese sentido, en la sesión de la tarde de hoy los 
parlamentarios del Partido Nacional vamos a hacer una serie de consideraciones acerca del Mensaje 
remitido por el Poder Ejecutivo que, además, a nuestro juicio, violenta la Constitución de la República 
en cuanto a la independencia de los Poderes y en cuanto a la labor que cada uno de los Poderes tiene 
asignada, de acuerdo con nuestra Carta Magna. 


Entonces, a modo de introducción, queríamos dejar bien clara nuestra posición y, por eso, 
decidimos realizar una convocatoria a la Comisión. De otra manera, podríamos haber decidido ir 
directamente a la Asamblea General, para tratar de alcanzar algún tipo de acuerdo que nos permitiera 
destrabar esta situación, que para nosotros es muy delicada. Por otra parte, si esto no se resuelve en 
este ámbito, en la convocatoria a la Asamblea General haremos las consideraciones necesarias en el 
sentido de oponernos fuertemente al Mensaje del Poder Ejecutivo con respecto a los artículos 5, 64 y 
68 de la Ley de Presupuesto. 


SEÑOR GALLINAL.- Siguiendo la línea de razonamiento del señor Legislador Penadés, me voy a 
permitir ingresar a la consideración de los dos Mensajes que nos ha enviado en el transcurso de los 
últimos días el Poder Ejecutivo. 


Como es sabido, hemos pedido la convocatoria de la Asamblea General porque más allá de 
que podamos tener alguna discrepancia desde el punto de vista conceptual con respecto a los plazos, 
si estos corren o no, es un asunto muy importante. Debido a que la ley hace referencia a uno de ellos 
y el Mensaje del Poder Ejecutivo también, quisimos evitar que se vencieran los plazos. 


A nuestro juicio, aquí hay dos grandes temas a consideración. Uno de ellos es el relativo a la 
forma, con respecto a las modificaciones que nos remite el Poder Ejecutivo sobre dos artículos del 
Presupuesto Nacional, y el otro es de contenido, o sea sobre cuál es el significado que tienen esas dos 
disposiciones y de qué forma se deben aplicar. Me permito señalar que en estas circunstancias lo más 
importante es la forma. Digo esto, porque con respecto al contenido, como sucede con buena parte de 
las leyes que se aprueban en todo Parlamento, siempre puede dar lugar a diferentes interpretaciones. 
Por esa razón, el sistema jurídico institucional que rige a nuestro país tiene un sistema de separación 
de Poderes, en el que al Poder Ejecutivo le corresponde la aplicación de la ley -lógicamente, al 
momento de aplicarla está haciendo una interpretación- con la que se puede coincidir o discrepar. En 
los casos en que se discrepe, quien se sienta agraviado por el alcance a su juicio incorrecto de una 
norma, tiene un conjunto de mecanismos institucionales, jurídicos, en función de los cuales buscar que 
el Poder Judicial independiente defienda sus derechos, en el caso de que le asista razón. 


En definitiva, en este caso concreto en el que hay una discrepancia, por ejemplo, en los 
sueldos que debieron comenzar a percibir a partir del 1% de enero de este año los señores Ministros 
del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral -por citar los casos más relevantes- hubo quienes 
votaron esta norma creyendo efectivamente que la modificación en esos salarios, equiparándolos con 
los de los señores Senadores, abarcaba a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal 
de Cuentas, por normas jurídicas anteriores que hacen la remisión correspondiente; hubo quienes 
votaron con ese convencimiento y quienes lo hicieron creyendo que no era así. Entonces, cuando llega 
el momento de aplicar la norma, el Poder Ejecutivo la interpreta y le da el alcance que entiende 
conveniente y, en su aplicación, puede decir que abarca solamente a los Secretarios de Estado y no a 
los Ministros del Tribunal de Cuentas ni a los de la Suprema Corte de Justicia -y en consecuencia, 
estos recurren- o le da un alcance más amplio y se terminan las discrepancias. 


Más allá de que en toda ley lo más importante es el contenido, en este caso concreto que 
está a consideración de la Asamblea General, no existen problemas de contenido: hay quienes 
creemos que esta norma abarca a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de 
Cuentas y de la Corte Electoral, y quienes creen que no. Pero este tema ya salió de la órbita del Poder 
Legislativo y se transformó en una ley aprobada, promulgada y con vigencia a partir del 1? de enero de 
este año. Por lo tanto, corresponde su aplicación y, en consecuencia, al momento de aplicarla, cada 
órgano del Estado hará lo que considere que debe hacer. Entonces, puede haber diferencias de 
interpretación, porque algunos entienden que el Poder Ejecutivo aplicó la norma de una manera 
cuando debió haberla aplicado de otra; nada de eso nos sorprende ni nos llama la atención porque 
está dentro de los cánones habituales; el problema está en la forma. ¿Por qué? Porque en este país 
siempre existió una sola manera de legislar en esta materia: el Poder Legislativo es el único que tiene 
competencia para legislar en el sistema institucional vigente; reitero: solamente el Poder Legislativo. 
Sin embargo, el Poder Ejecutivo tiene iniciativa exclusiva en materia legislativa en determinadas áreas 
en las cuales el Legislativo no puede legislar si previamente no cuenta con dicha iniciativa. El Poder 
Ejecutivo, a su vez, también tiene -y esto es importante- la calidad de coLegislador cuando después de 
sancionada una ley por el Parlamento dispone de un plazo -que le otorga la Constitución de la 
República- para ejercer el derecho de observarla o vetarla, parcial o totalmente. 


Si bien en nuestra doctrina y en el propio Parlamento se ha discutido hasta el cansancio en 
cuanto a si el Poder Ejecutivo puede o no acompañar una redacción sustitutiva a través del veto, desde 
que nos conocemos todos los Poderes Ejecutivos que ha tenido el país han legislado bajo esa 
modalidad. Quiere decir que han vetado una ley y han enviado una sustitutiva que, en caso de no 
haber pronunciamiento del Poder Legislativo en contra, queda consagrada y, en consecuencia, han 
legislado. 


En resumidas cuentas, no existe otra forma de legislar que no sea esta, pero ahora resulta 
que aparecen dos Mensajes del Poder Ejecutivo mediante los cuales está legislando en base a una 
mera resolución. Aun cuando fuera de todo el Gabinete -como lo es- esa resolución es nula. Me animo 
a decir, señor Presidente, con absoluto convencimiento, que este es un avasallamiento al Poder 


Legislativo y a la independencia de Poderes. El Poder Ejecutivo no tiene ninguna potestad para, por sí 
y ante sí, modificar la redacción de una ley -tal como lo hace con algunas palabras del último párrafo- 
ni mucho menos para incluir todo un inciso en una ley que ya ha sido promulgada y está vigente. 


El artículo en el que el Poder Ejecutivo se basa para proceder de esa manera también tiene su 
historia en el Parlamento Nacional y siempre se introduce en todos los Presupuestos. Tal como en él se 
establece, el único objetivo que se persigue con ello es subsanar errores -generalmente de carácter 
numérico- que fácilmente se cometen en la redacción de todo Presupuesto, porque ninguno de 
nosotros está en condiciones -tampoco el Poder Ejecutivo- de llevar un control tan pormenorizado de 
miles y miles de fojas y planillas que, en cada ocasión, el Poder Ejecutivo y demás organismos nos 
envían adjunto al Presupuesto Nacional. 


Entonces, para evitar que eso luego se transforme en la necesidad de aprobar una nueva ley, 
se le da al Poder Ejecutivo la facultad para que pueda actuar en los casos en que efectivamente 
existan esos errores, básicamente de carácter numérico. 


El artículo 5% es muy claro en su redacción. En él se establece: “Artículo 5%.- Autorízase al 
Poder Ejecutivo a efectuar las correcciones de los errores u omisiones numéricas o formales que se 
comprueben en el Presupuesto Nacional, requiriéndose el informe previo de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y de la Contaduría General de la Nación en el ámbito de sus respectivas competencias. 


De las correcciones propuestas dará cuenta a la Asamblea General quien podrá, en un plazo 
de quince días expedirse al respecto. Transcurrido el plazo sin que hubiera expresión en contrario, el 
Poder Ejecutivo introducirá las correcciones por decreto aprobado en Consejo de Ministros. Si la 
Asamblea General se expidiera negativamente las correcciones serán desechadas”. 


Sin embargo, una cosa es realizar correcciones de estas características, y otra corregir una 
ley, lo que solamente se hace a través de otra ley; no hay otra manera de realizarlo. El único que 
puede corregir una ley a través de otra ley es el Poder Legislativo, no el Poder Ejecutivo, y mucho 
menos mediante correcciones. 


En lo personal, me alarmé cuando vino el primer mensaje del Poder Ejecutivo, porque se 
cambiaban unas pocas palabras; me alarmé más aún cuando llegó el segundo mensaje, porque 
introduce todo un inciso. De todos modos, la alarma y el agravio tendrían que ser el mismo. 


Reitero que el Poder Ejecutivo no puede modificar una ley, y mucho menos decirnos que en 
realidad hay un error, porque esa es la manera que tiene para ampararse en el artículo 5%. Repito que 
no hay error. 


El hecho de que el Poder Legislativo no haya recogido -tal como dice en el mensaje- la 
redacción original del Poder Ejecutivo, es cosa de todos los días. Los proyectos de ley originales que 
presenta el Poder Ejecutivo o que presentamos cada uno de los Legisladores, la mayoría de las veces 
son aprobados con importantes modificaciones. Y a nadie se le ocurre decir que la modificación corrige 
la redacción original. Precisamente, de eso se trata; para eso está el Poder Legislativo. 


En los casos en que el Poder Ejecutivo tiene iniciativa exclusiva o privativa, no es para que los 
proyectos se aprueben tal como dice el Poder Ejecutivo. Y este es el caso: el Poder Ejecutivo tiene 
iniciativa privativa en materia de Presupuesto Nacional, pero no para que se apruebe el Presupuesto 
Nacional tal cual lo propone el Poder Ejecutivo, porque si no, no tendría razón de ser la existencia del 
Poder Legislativo. 


Entonces, señor Presidente, para nosotros esto es de tal meridiana claridad que, de acuerdo 
con lo que hemos conversado con los compañeros del Partido Nacional, vamos a pedir una 
convocatoria de la Asamblea General y de la Comisión correspondiente con el propósito de subsanar 
todo esto. Nosotros no queremos enfrentarnos con el Poder Ejecutivo en un tema en el que se puede 
reconocer el error o que no hubo intención de actuar de esa manera, y volver a foja cero. Además -por 
eso lo decía hace un momento, señor Presidente- el tema de contenido no es lo que hoy nos separa. El 


Poder Ejecutivo no necesita llevar a cabo un acto de esta magnitud -que prefiero no seguir calificando- 
para hacer valer su criterio porque, al momento de ejecutar la ley, simplemente, dice que, a su juicio, la 
norma tiene un determinado alcance y se aplicará en ese sentido. En función de esto, quienes no se 
sientan amparados o consideren que sus derechos han sido vulnerados, podrán recurrir. Ahora, me 
pregunto qué necesidad hay de inventar un nuevo sistema para legislar y violar de esta forma la 
Constitución de la República, cuando por los caminos normales, el Poder Ejecutivo no solo está en 
condiciones de hacer valer su voluntad sino que, además, dispone de otras alternativas como modificar 
la ley. ¿Hasta dónde llega esto? ¿Qué garantías tenemos los integrantes del Poder Legislativo que 
dentro de quince días no se presente otro Mensaje del Poder Ejecutivo que establezca que la 
expresión “A partir de esta ley”, que figura en el artículo 134 del Presupuesto Nacional, debe ser 
modificada por la siguiente: “A partir de la Ley del año 1994”, o que dentro de un año se envíe un 
nuevo Mensaje del Poder Ejecutivo que diga que lo que corrigió en el año 2011, lo vuelve a corregir en 
otro sentido? Esta es una potestad sin límite que no está reglamentada, simplemente, porque no 
existe. 


Quisimos incorporar estos razonamientos porque verdaderamente nos alarmó encontrarnos 
con una situación de estas características que no tiene antecedentes, y no los tiene porque somos una 
democracia en serio, como la queremos todos los que estamos aquí presentes y, seguramente, 
también, el propio Poder Ejecutivo y la propia Secretaría de la Presidencia de la República. 


Creo que lo lógico sería ver si se puede instrumentar un mecanismo que permita corregir el 
error en cuanto a lo que pueda significar un avasallamiento de los fueros del Poder Legislativo. De otra 
manera, tendríamos que hacer lo que esté a nuestro alcance, también, dentro del marco constitucional. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Legislador Gallinal manifestó que las leyes de Presupuesto Nacional 
siempre contienen un artículo que vincula al tema de errores u omisiones y que se ha usado en forma 
pacífica con respecto a correcciones numéricas o alguna otra corrección menor. No sé si esto está bien 
o mal, pero pacíficamente ha sido así; quizá no debería serlo, y cualquier corrección de la Ley de 
Presupuesto debería exigir otra ley. Pero vuelvo a decir que, hasta ahora, pacíficamente ha sido así. 


El Poder Ejecutivo envió al Parlamento dos observaciones. Una de ellas es muy clara porque 
la norma no se entendería con la redacción con la que salió en la Ley de Presupuesto. Y la otra, 
aunque propone una corrección más larga, a mi juicio es redundante porque el fondo del artículo 
considero que es claro. Es más, los que votaron o quienes no lo hicieron, sabían cuál era su alcance. A 
este respecto, algunos señores Legisladores hicieron las consultas correspondientes vinculadas al 
alcance porque algunos de los Ministros -que él cree que estaban comprendidos en el artículo- 
trasmitieron que, con esa redacción, no quedarían contemplados. 


Independientemente de ello, y de alcanzarse las mayorías correspondientes, parecería que 
lo mejor sería proceder a la interpretación de las modificaciones propuestas para que las redacciones 
de ambas normas quedaran claras. En cuanto a la que vence mañana, en mi opinión habría que dejar 
transcurrir ese plazo y que luego esto se corrija en ambos casos por ley, de forma de no generar 
precedentes. Obviamente, no podemos elaborar una ley de hoy para mañana. De todos modos, la 
Bancada oficialista tiene que hacer consultas con el Gobierno y, en lo personal, considero que lo ideal 
sería que el marco legal estuviera claro. Todos hemos sido en algún momento oficialistas u oposición y 
lo mejor es que haya un marco claro en el que esté la norma preexistente ya que pacíficamente se 
venía aceptando lo que hay hasta ahora. El Poder Ejecutivo, de buena fe, puede entender que esto 
corresponde y que está dentro del marco de los artículos 5 y 68, pero lo cierto es que lo mejor sería 
que hubiera un marco legal, que a través de una interpretación legal permitiera que esto quedara claro 
y que no se generaran antecedentes. Aclaro que lo que estoy trasmitiendo es a título personal y que 
tenemos que hacer las consultas correspondientes. En unos minutos debemos reunirnos con la 
Bancada de Senadores del Frente Amplio y creo que así lo harán los Diputados de mi partido en el día 
de mañana, por lo que en el día de hoy no podemos avanzar mucho más. Quizás podamos trasmitir 
algunos conceptos en el día de mañana porque creo que sesiona la Asamblea General a la hora 14; 
aunque esta última genere consecuencias porque hay un plazo que se vence, si este criterio prima, 
encontraremos los mecanismos para que este antecedente no se genere. 


SEÑOR AMORÍN.- Debo decir que las palabras del señor Legislador Michelini me tranquilizan porque 
son muy sensatas, aunque debo reconocer que no esperaba que eso ocurriera. 


Pienso que en estos dos casos pero, sobre todo, en el del artículo 64 en el que se agrega un 
largo inciso a los efectos de interpretar lo que dice la ley, se está cometiendo una grosera violación de 
la Constitución. Francamente creo que es así y que, en el fondo del alma, todos pensamos lo mismo. 
Lo cierto es que el Poder Legislativo es quien legisla y el Poder Ejecutivo, de acuerdo al artículo 5* -tal 
como expresa el señor Legislador Michelini, eso lo ha hecho desde siempre- puede hacer pequeñas 
correcciones numéricas. También coincido con el señor Legislador Michelini en que no sé si eso está 
bien porque, en todo caso, requeriría que la ley aprobase o confirmase esas modificaciones. En este 
caso, la modificación al artículo 64 es gigante y esto no es un tema formal. Aquí el Poder Ejecutivo está 
diciendo que esta ley se tiene que interpretar de esta manera y, notoriamente, tal como ha dicho el 
señor Legislador Gallinal, eso no le corresponde porque le compete al Poder Judicial, que es el que 
tiene que ver cómo se interpretan las leyes. En todo caso, si se quiere modificar o dejar claro cuál fue 
la voluntad del Legislador, es éste último quien lo tiene que hacer a través de la ley. Por tanto, me 
parece que esto haría un enorme daño institucional y que generaría un enorme precedente 
absolutamente negativo. Además, creo que no hay mucho tiempo -obviamente la Bancada oficialista 
sabe lo que va a hacer- y que mañana deberíamos votar esto negativamente. El Gobierno cuenta con 
las mayorías necesarias para que su voluntad prime en ambas Cámaras por lo que, en ese aspecto, no 
tengo ningún inconveniente y tampoco deseo ingresar en el tema de fondo. Aclaro que no digo cómo 
hay que interpretar el artículo 64 ni lo que quisieron votar los Legisladores, sino que estoy dando 
nuestra posición al interpretarlo y la del Poder Judicial, diciendo quién tiene razón; no me refiero al 
Poder Ejecutivo que es el único que no puede entrar en el tema. Entonces, en principio y si no hay un 
acuerdo previo, mañana en la Asamblea General votaremos en contra de estos agregados que no son 
pequeñas modificaciones, sino interpretaciones que no debe realizar el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR POSADA.- Coincidimos en que estamos urgidos por los plazos. Si mañana no hubiera un 
pronunciamiento de la Asamblea General en contra de esta iniciativa del Poder Ejecutivo haciendo 
hincapié en lo que establece el artículo 5% de la Ley de Presupuesto, estaríamos dejando pasar una 
situación que realmente es muy preocupante. 


Por otra parte, comparto algunas de las expresiones vertidas en cuanto a que este artículo 5*, 
que tradicionalmente está incluido en todas las leyes de presupuesto, tiene como único sentido dar 
agilidad al proceso a fin de enmendar errores, como son los numéricos o las referencias equivocadas a 
una ley, asignándole una fecha que no es la que corresponde. Considero que esa práctica le ha 
servido al Estado uruguayo para evitar situaciones inconvenientes. Por tanto, mañana debería haber 
un pronunciamiento de la Asamblea General, estableciendo claramente que el camino elegido por el 
Poder Ejecutivo es absolutamente inconveniente. Es más, si se persistiera en ello, si mañana no 
hubiera un pronunciamiento de la Asamblea General y, en consecuencia, el Poder Ejecutivo quedara 
habilitado para dictar un decreto con esta nueva redacción, creo que inmediatamente se plantearían 
recursos de inconstitucionalidad sobre lo actuado por dicho Poder. Advierto que el que se va a expedir 
sobre esos recursos de inconstitucionalidad es uno de los órganos cuyos Ministros están directamente 
involucrados en esta situación. 


Por lo tanto, desde todo punto de vista -entiendo que estamos ante un problema de Poderes- 
la Asamblea General debería tener un pronunciamiento, para luego recorrer el camino que propone el 
señor Legislador Michelini y que refiere a lo que debe hacer el Poder Ejecutivo. Si hay distintas 
interpretaciones sobre una ley, lo que corresponde es ajustar, por la vía de la interpretación o de la 
modificación, el alcance concreto de la misma y, para eso, el Poder Ejecutivo tiene las mayorías en el 
ámbito legislativo. 


Quiero ser absolutamente justo al expresar que todas las veces que fueron consultados los 
integrantes del Poder Ejecutivo y, por supuesto, los representantes de la Bancada de Gobierno, nos 
manifestaron su intención en cuanto a que determinadas remuneraciones que aparecían atadas a los 
Ministros quedaran separadas; ese fue el objetivo. En los hechos, hay dudas sobre la interpretación del 
artículo 64, pero creo que no las hay sobre el otro artículo que el Poder Ejecutivo envía con el 
agregado de un inciso; allí no hay dudas y creo que es clara la redacción. En todo caso, lo que se está 
planteando es un exceso que no tiene mucho sentido. 


En lo que refiere al cambio de redacción del artículo 64, entiendo que el Poder Ejecutivo 
considera que es necesario hacerlo por ley y no por la vía de un mecanismo que simplemente procure 
agilizar los procesos cuando se cometen errores u omisiones en la propia aplicación del Presupuesto 
Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pensaba hacer algunas apreciaciones sobre la historia fidedigna de la 
aprobación del entonces proyecto de ley de Presupuesto Nacional en la Cámara de Representantes y, 
en particular, en la Comisión respectiva de ese Cuerpo, pero habíamos acordado pasar a un cuarto 
intermedio de cinco o diez minutos cuando los Legisladores de todos los Partidos terminaran sus 
exposiciones, a los efectos de acordar una posición. 


Se va a votar, entonces, si se pasa a un cuarto intermedio de cinco o diez minutos. 
(Se vota:) 

12 en 12. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

(Así se hace) 

Habiendo número, la Comisión continúa con el tratamiento del tema. 


SEÑOR MICHELINI.- Dado que tenemos reuniones de Bancadas, tanto en la Cámara de 
Representantes como en la Cámara de Senadores, solicitamos que se celebre una nueva reunión en el 
día de mañana, a la hora 13, de modo que podamos analizar con mayor tiempo este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud del señor Senador Michelini. 
(Se vota:) 
13 en 13. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 41 minutos) 


SEÑOR PRESIDENTE (ad hoc) (Asti).- Se levanta el intermedio. 


(Es la hora 13 y 5) 


-Continúa el tratamiento del mensaje que enviara el Poder Ejecutivo, interpretando los 
artículos 64 y 68 de la Ley de Presupuesto. 


SEÑOR MICHELINI.- En el día de ayer realizamos consultas con los miembros de la bancada 
oficialista , tanto del Senado como de la Cámara de Diputados, de esta Comisión. También hicimos 
consultas con el Poder Ejecutivo y la información que poseemos y que ponemos a consideración de 
esta Comisión es que habría voluntad de elaborar un mensaje por parte del Poder Ejecutivo retirando 
estos dos proyectos, uno de los cuales vence en el día de hoy. Si esto no ocurriera 
-independientemente de que anunciamos que estaríamos dando una solución a través de una ley 
interpretativa, que cada una de las Cámaras discutirá-, en virtud de que hay un problema de plazos -no 
me consta que el documento haya sido firmado-, en la sesión de la Asamblea General pediríamos un 
intermedio en espera de que ello se concretara; si hubiera una modificación de la primera voluntad que 
nos había trasmitido el Poder Ejecutivo, cada bancada lo analizará. 


Esta es la información que tenemos hasta ahora: que se está redactando el documento, 
aunque yo no vi el papel. 


Si ello ocurriera podríamos dar por concluida esta reunión, independientemente de que se 
convoque nuevamente a esta Comisión para fijar el régimen de trabajo, elegir el Presidente, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La información que poseo es la misma que acaba de brindar el señor 
Legislador Michelini. De todos modos, quisiera hacer alguna aclaración. 


A los señores Diputados nos queda alguna duda con respecto a la formalización de la 
aceptación del mensaje del Poder Ejecutivo retirando los enviados anteriormente. Por eso creemos que 
puede sesionar la Asamblea General y aprobar el retiro de esos mensajes, a efectos de que no quede 
ninguna posibilidad de interpretar que se confirma el mensaje cuyo plazo vence hoy. 


No quiero entrar en debate, pero sí hacer una aclaración sobre algo que quedó pendiente en 
el día de ayer, en virtud de algunas manifestaciones que se realizaron en Sala. De los tres temas 
tratados en el día de ayer, no voy a referirme a la oportunidad de lo que establecen los artículos 64 y 
68; sí haré mención a lo que me tocó vivir en la Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda, y luego en la sesión plenaria. Me consta que la voluntad de la Comisión -por trece votos en 
quince- con respecto a ese artículo fue acompañar la posición del Poder Ejecutivo en cuanto a 
desenganchar las partidas. Agradezco al señor Legislador Posada, que reconoció esto en la Comisión. 
Insisto en que no queda ninguna duda en cuanto a la voluntad de la Cámara de Representantes sobre 
este asunto, de la que hay constancia en la versión taquigráfica. Coincido con el texto, que puede o no 
merecer alguna interpretación. Para nosotros el texto es claro y expresa la voluntad de la Cámara de 
Representantes de desenganchar esos salarios. 


Acaban de entregarme el mensaje enviado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GANDINI.- No me quedó claro el sentido de la propuesta que anunciaron que enviaría el 
Poder Ejecutivo y que acaba de llegar 


No sé si la Asamblea General debe reunirse para aprobarla, pero sí debe hacerlo para darle 
entrada. Creo que alcanza con darle entrada porque anteriormente se dio entrada a otra voluntad el 
Poder Ejecutivo que, cumplido determinado plazo, quedaría firme. En la medida en que el Poder 
Ejecutivo retira esa voluntad, al darle entrada, queda claro que ese tema no está más en el orden del 
día de la Asamblea General. Si no nos reuniéramos, no ingresaría esta manifestación de voluntad del 
Poder Ejecutivo y seguiría corriendo el plazo. 


Pienso que no hay que entrar en debate; ya habrá tiempo de hacerlo si se presenta un 
proyecto de ley interpretativo. Quiero recordar que en el debate en la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda con respecto al alcance del texto no solo hubo varias interpretaciones y 
mucho debate, sino que incluso se repartió un artículo presentado por la Oficina Nacional de Servicio 


Civil, que luego fue retirado. Ese artículo, propuesto por el Poder Ejecutivo en una de las tantas etapas 
en las que participó la Oficina Nacional de Servicio Civil, existió, y luego fue retirado por la bancada del 
Frente Amplio. 


SEÑOR POSADA.- Corresponde destacar la sensibilidad del Poder Ejecutivo luego de lo manifestado 
por el señor Presidente y por el señor Legislador Michelini. Nos encaminábamos a una situación que 
iba a generar un conflicto, una situación de desconfianza, que en nada contribuye al buen 
relacionamiento entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, porque se rompía una tradición en lo 
que refiere a la aplicación del hoy artículo 5” de la Ley de Presupuesto, que funciona sobre la base de 
la confianza entre ambos Poderes y que facilita al Poder Ejecutivo la aplicación de la Ley de 
Presupuesto. 


Me parece que se debe destacar esta marcha atrás: el reconocimiento de una situación 
conflictiva y, en definitiva, que se hayan retirado estas dos comunicaciones que el Poder Ejecutivo 
había enviado a la Asamblea General. Habría que recorrer el camino pertinente para que los artículos 
en cuestión tengan la interpretación que corresponda. 


En todo caso, así como ayer cuestionamos estos comunicados del Poder Ejecutivo, hoy 
queremos destacar la rapidez con la que ha actuado la bancada oficialista, trabajando en una 
propuesta que sea aceptable para todos. 


SEÑOR AMORÍN.- Creo que hoy deberíamos hablar de la sesión que tendrá lugar dentro de unos 
minutos para ver cómo la vamos a sortear. 


Desde mi punto de vista, en forma antirreglamentaria el Presidente ha actuado en forma 
inoportuna porque trae a discusión un tema que vamos a tener que abordar cuando llegue el proyecto 
de ley interpretativo anunciado por los legisladores oficialistas. No tengo problemas en empezar a 
discutir qué quisimos decir, pero creo que no es el momento. 


Siendo más prácticos, debemos ver qué vamos a hacer dentro de un rato. Nos gustaría leer 
el mensaje del Poder Ejecutivo. Si se nos anuncia que se retiran las modificaciones presentadas a los 
artículos 64 y 68, veremos cómo llevamos a cabo la Asamblea. Me parece que la actuación del Poder 
Ejecutivo rectifica una anterior que no fue buena. Si entramos a discutir el fondo del asunto, le erramos. 


¡SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría dar lectura al mensaje enviado por el Poder Ejecutivo. Dice lo 
siguiente: "El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese Cuerpo el presente mensaje con el fin de 
dejar sin efecto los mensajes oportunamente enviados con fecha 17 de febrero y 2 de marzo de 2011 
en los que -al amparo de la autorización conferida por el artículo 5% de la Ley N* 18.719 de 27 de 
diciembre de 2010- se interpretaban los artículos 68 y 64 de la mencionada Ley, respectivamente..- 
Saluda al señor Presidente con la mayor consideración [...]". 


La Asamblea General actualmente no tiene tema para tratar porque este queda sin efecto. La 
única discusión es si hay que votar este mensaje -que retira el que anteriormente había propuesto el 
Poder Ejecutivo-, aplicando el artículo 124 del Reglamento de la Asamblea General, o si al dejar sin 
efecto el mensaje anterior es como si nunca se hubiera enviado y, por lo tanto, no deberíamos votarlo. 
Esa es la única interpretación que tenemos que hacer. 


En la medida en que dice: "dejar sin efecto", me afiliaria a la idea de no votar, pero depende 
de la Secretaría y del Presidente de la Asamblea General. Personalmente creo que no está retirando el 
mensaje anterior, sino que lo deja sin efecto, lo considera nulo, por tanto no tiene valor jurídico. Por 
este motivo pienso que no hay que votarlo, aunque sí tomar conocimiento. De todos modos esto no 
significa que el Presidente de la Asamblea General y la Secretaría tengan esa misma lectura. 


En una situación o en otra, parecería que no habría que discutir el tema de fondo. En función 
de la interpretación que le dé la Mesa se debería votar o, si el "sin efecto" es lo que prima en esta 
resolución, no hacerlo. 


SEÑOR GALLINAL.- En lo que me es personal -y creo que a los compañeros del Partido Nacional les 
sucede lo mismo- el texto del mensaje del Poder Ejecutivo me resulta plenamente satisfactorio. Creo 
que son términos correctos: dejar sin efecto lo que inicialmente habían enviado a conocimiento de la 
Asamblea General. 


Siendo ese el único punto del orden del día de la Asamblea General, una vez que se dé 
cuenta de que se deja sin efecto, lo mejor es levantar la sesión porque no tendría sentido votar. Votar 
significa la posibilidad de un pronunciamiento negativo, con lo cual el Poder Legislativo se opondría a 
que el Poder Ejecutivo dejara sin efecto el mensaje anterior. Me parece que ello no corresponde. 


SEÑOR MICHELINI.- La pregunta que nos hacemos es si el "sin efecto" implica que ya no habría 
mensaje. Si estamos todos de acuerdo, podríamos trasmitir al Presidente de la Asamblea General que 
la interpretación que hace esta Comisión es que, una vez que se dé cuenta del asunto, habría que 
levantar la sesión porque quedaría sin efecto la comunicación anterior. 


VARIOS SEÑORES LEGISLADORES.- De acuerdo. 


SEÑOR POSADA.- Estamos plenamente de acuerdo con la interpretación realizada por el señor 
Senador Michelini. En la comunicación de dejar sin efecto, el Poder Ejecutivo lo que está diciendo es: 
"No tengan en cuenta lo que envié". En consecuencia, lo que corresponde en la sesión de la Asamblea 
General es simplemente tomar conocimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a comunicar esto a la Presidencia de la Asamblea General. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 26) 
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